
INTERVENCIÓN DEL GOBIERNO DE COSTA RICA EN LA 22° SESIÓN DEL 
GRUPO DE TRABAJO SOBRE POBLACIONES INDÍGENAS DE LA 
SUBCOMISIÓN DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS. 

PUNTO 4 B.-

Señor Presidente.-

Permítame felicitarlo por su designación y reiterarle a los miembros dei Grupo de Trabajo, el 
compromiso pleno de mi delegación para continuar apoyando los trabajo de este grupo de 
trabajo. 

Plantear el tema de los pueblos indígenas y la resolución de conflictos, conlleva ir más allá 
del derecho de los pueblos indígenas a darse su propia historia y plantearse sus propias 
soluciones. 

Existen razones históricas, sociales, culturales e ideológicas que explican la reivindicación de 
los pueblos indígenas a dictar su propia justicia. Esa reivindicación es consecuencia 
generalmente de la indiferencia o ignorancia con la que se evalúan las prácticas indígenas por 
parte de las sociedades dominantes. Basado en fundamentos ideológicos etnocéntricos, las 
personas no indígenas evalúan la justicia indígena con un fuerte prejuicio de lo que la historia 
oficial les ha relatado y de lo que su visión de la vida les impone. 

Hay varios elementos que por razones de tiempo solo vamos a mencionar y que explican esta 
compleja realidad: el dilema derecho consuetudinario: norma legal y tradición oral; la 
justicia propia indígena en la cual hay una serie de actos que están sujetos a una conciencia 
colectiva interna, cuya contravención activa un sistema de control social que reprime esa falta 
- esas mismas acciones no están contempladas en el ordenamiento jurídico dominante y la 
respuesta que pueda plantearse a la pregunta sobre la lógica jurídica de los sistemas jurídicos, 
en particular considerando en nuestro caso el sistema jurídico latino; así, mientras en el 
derecho escrito, el proceso de aplicación de normas supone la existencia de éstas, en el 
derecho consuetudinario la aplicación de la norma responde a criterios de interpretación de 
las autoridades encargadas de su aplicación en el caso. 

Por lo anterior, es fundamental que nuestros sistemas jurídicos vigentes reconozcan una 
concepción de mundo y una realidad que va más allá de los fundamentos políticos e 
institucionales de nuestra concepción. 

En Costa Rica, el derecho de los pueblos indígenas a desarrollar su propia justicia ha sido 
refrendado desde tiempos de la colonia; inclusive, en el siglo XIX, el Estado costarricense 
autorizó de manera expresa esta forma de justicia. 

En años más recientes, al establecerse las Asociaciones de Desarrollo Integral Indígenas, se 
les facultó a algunas de ellas a resolver conflictos y desarrollar el derecho consuetudinario en 
algunos casos: sin embargo, el punto de partida para legitimar la tradición indígena como 
fuente de derecho se da en 1977 cuando el Congreso de la República aprueba la Ley 
Indígena, la cual contiene en su artículo 4 una referencia a que los indígenas podían 
organizarse en sus "estructura comunitarias tradicionales''. Este marco legal se ve reforzado 
con la ratificación del Convenio 169 de la OIT en 1992, el cual especialmente en sus 
artículos 5 y 8 reivindica el derecho de las comunidades indígenas a desarrollar su propio 



sistema de justicia y legitima el ejercicio en tanto las acciones comunales no sean 
incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional. 

El tema de la competencia de las instancias judiciales para resolver conflictos se ha tratado en 
algunos casos en sede judicial. Un fallo de un juzgado Agrario de Limón - en ia costa 
Atlántica del país - en 1993 reivindicó esa posibilidad. Otros fallos judiciales han 
reivindicado la necesidad de tomar en cuenta las tradiciones ancestrales. Punto de referencia 
es la sentencia 3003-92 de la Sala Constitucional que estableció que " en tratándose de una 
resolución emitida por el órgano representativo indígena ( la Asociación de Desarrollo 
Integral o el órgano comunal interno que la entidad designe ), cuando se refiera a una 
situación que enfrenta a dos personas indígenas de la propia comunidad, este fallo no puede 
ser contradicho por ningún órgano jurisdiccional, pues los mismos no tienen potestades de 
control constitucional y solo cabría la revisión de esa decisión interna si se cuestiona el 
asunto en la vía constitucional." 

En los últimos años se ha dado un impulso importante a las instancias de justicia tradicional y 
reflejo son los Tribunales de Derecho Consuetudinario o Consejo Indígenas de Justicia 
Tradicional o Propia que funcionan en las comunidades de Cabagra, Salitre, Talamanca y 
algunas zonas de la región Ngobe o Guaymí, en la frontera con Panamá. 

Sin embargo, faltan muchas acciones por impulsar y desarrollar. Aun hay barreras 
institucionales y sociales para reconocer este tipo de solución de conflictos y el derecho que 
se genera; hay barreras que imponen al Poder Estatal a reconocer solo el derecho propio 
indígena que no contravenga al Constitución y las leyes y por ello es necesario que se acepte 
que el sistema en el cual se desarrolla el derecho indígena es pluricultural, en donde los 
conceptos de identidad indígena y territorialidad tienen un papel central y especialmente, es 
necesario la plena comprensión de la dimensión cultural de la justicia indígena, en la cual, 
más que ser un proceso legal formal a favor de la victima, priva un interés comunitario 
conciliatorio y más allá del conflicto inmediato, lo que se pretender a resolver el fondo del 
asunto. 

Muchas gracias. 


